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Introducción y evolución legislativa 



Antes de entrar a conocer propiamente de la materia que constituye el objeto de este trabajo, y que se refiere a la actuación del Consorcio de Compensación de Seguros (en adelante Consorcio) en su llamada como parte en el que denominamos de manera genérica Juicio de Tráfico, conviene hacer un repaso por la legislación que lo regula, y así:

Partimos de la Ley 21/1990, de 19 de diciembre, dictada en su momento para adaptar el Derecho Español a la Directiva 88/357/CEE, sobre libertad de servicios en seguros distintos al de vida y de actualización de la legislación de seguros privados, que supuso a la vez una importante modificación en la Ley 33/1984, de 2 de agosto, de Ordenación del Seguro Privado y en el Real Decreto Legislativo 1255/1986, de 6 de junio, que regulaba el Consorcio de Compensación de Seguros para adaptarlo a los compromisos derivados del Tratado de Adhesión de España a la Comunidad Económica Europea. La Ley de 1990 sigue la técnica de modificar las ya existentes consistiendo sus normas en otros tantos mandatos para cambiar o añadir las disposiciones correspondientes en la Ley de 1984 ya citada, y en la Ley 50/1980, de 8 de octubre, del Contrato de Seguro, y dotar al Consorcio de Compensación de Seguros de una norma única con rango de Ley y todo ello con el fin de evitar la dispersión normativa y subsiguientes dificultades de interpretación. En definitiva, la Ley de 1990 se estructura en seis artículos, estando dedicado el cuarto al Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de Seguros. Pero el Consorcio ha tenido sucesivamente importantes modificaciones llevadas a cabo principalmente por:

La Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, cuya Disposición Adicional Novena introduce modificaciones en el articulado del Consorcio.

La Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de la Jefatura del Estado, sobre Medidas de Reforma del Sistema Financiero, que modifica la anterior de 1995 para transportar a la regulación del mercado de seguros la Directiva 2000/64/CE, y a la vez que reforma el Estatuto del Consorcio, comenzando por atribuirle a éste funciones liquidadoras y haciendo desaparecer la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras.

La Ley 34/2003, de 4 de noviembre, de modificación y adaptación a la normativa comunitaria de la legislación de seguros privados, que alcanza al artículo 4.

El Real Decreto 297/2004, de 20 de febrero, por el que se modifica el Reglamento de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por el Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre; y el Real Decreto 300/2004, de 20 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento del seguro de riesgos extraordinarios.

El Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre por el que se aprueba el Texto Refundido de la nueva Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, que deroga la anterior de 1995, y por el que el Gobierno da respuesta a la refundición de textos legales dispersos, y especialmente por lo que se refiere a la intervención de entidades aseguradoras.

Para terminar con el reciente Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el nuevo Texto Refundido del Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de Seguros, que engloba toda la dispersa legislación anterior. Al que añadiremos la Ley 12/2006, de 16 de mayo, que lo modifica en materia de riesgos extraordinarios.






Funciones generales del consorcio de compensación de seguros 



En general las funciones del Consorcio se contienen en el artículo 3 del Estatuto Legal, Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, con la siguiente redacción:

Artículo 3. Fines.


	
1. El Consorcio, como Organismo inspirado en el principio de compensación, tiene por fin cubrir los riesgos en los seguros que se determinan en este Estatuto Legal, con la amplitud que en él se fija o pueda hacerse en disposiciones específicas con rango de ley. Para el adecuado cumplimiento de los fines citados el Consorcio podrá celebrar pactos de coaseguro, así como ceder o retroceder en reaseguro parte de los riesgos asumidos a entidades aseguradoras españolas o extranjeras que están autorizadas para realizar operaciones de esta naturaleza. Asimismo, podrá aceptar en reaseguro, en el seguro de riesgos nucleares y en el seguro agrario combinado en los términos previstos en este estatuto legal. 



	
2. Fuera de los supuestos a que se refiere el apartado 1, el Consorcio podrá asumir la cobertura concertando pactos de coaseguro o aceptando en reaseguro en aquellos supuestos en que concurran razones de interés público que lo aconsejen, atendiendo la situación y circunstancias del mercado asegurador. 

	
3. Son funciones públicas del Consorcio las concernientes a la exigibilidad de los recargos a favor del Consorcio, las que le atribuye la legislación reguladora del seguro de crédito a la exportación por cuenta del Estado y las que le confiere el artículo 16. 

	
4. Corresponderá al Consorcio llevar a cabo la liquidación de las entidades aseguradoras que le sea encomendada en los supuestos previstos en este estatuto legal y en la legislación sobre ordenación y supervisión de los seguros privados, así como el ejercicio de las funciones que en el seno de los procedimientos concursales a que puedan verse sometidas las mismas entidades se le atribuyen en dichas normas. 



En el Capítulo III se desarrollan dichas funciones, en dos Secciones, la primera que trata de las funciones privadas en el ámbito asegurador, y la segunda, de las funciones públicas; y en sus artículos 6 al 16, que simplemente enunciamos.

Artículos 6, 7 y 8. En relación con los riesgos extraordinarios sobre las personas y los bienes. En esta concreta materia, aun no siendo objeto del estudio, hay que significar el Real Decreto 300/2004, de 20 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento del Seguro de Riesgos Extraordinarios (BOE n.º 47, de 24 de febrero).

Artículo 9. En relación con el seguro de riesgos nucleares.

Artículo 10. En relación con el seguro agrario combinado.

Artículo 11. En relación con el seguro de responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor de suscripción obligatoria.

Artículo 12. En relación con el seguro obligatorio de viajeros.

Artículo 13. En relación con el seguro obligatorio de responsabilidad civil del cazador.

Artículo 14. En relación con la liquidación de entidades aseguradoras.

Artículo 15. En relación con el seguro de crédito a la exportación.

Artículo 16. Otras funciones públicas.






Funciones del consorcio en relación con el seguro de responsabilidad civil de suscripción obligatoria derivada del uso y circulación de vehículos a motor 



Como acabamos de indicar en el apartado anterior, estas funciones se derivan del artículo 3.1 del Estatuto Legal y se contienen en el artículo 11 del mismo Cuerpo Legal, con el siguiente contenido.

Artículo 11.


	
1. El Consorcio asumirá, exclusivamente dentro de los límites indemnizatorios fijados para el seguro de responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor de suscripción obligatoria, las siguientes funciones: 
	
a) La contratación de cobertura de las obligaciones derivadas de la responsabilidad civil del Estado, comunidades autónomas, corporaciones locales y organismos públicos dependientes de o vinculados a cualquiera de ellos cuando, en todos los casos, soliciten concertar este seguro con el Consorcio. 

	
b) La contratación de la cobertura de los riesgos no aceptados por las entidades aseguradoras. 





	
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Consorcio podrá asumir la cobertura de la responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor, superando los límites del seguro obligatorio, respecto de los vehículos asegurados descritos en el apartado 1. Para los supuestos previstos en el párrafo b) se exigirán los mismos requisitos que reglamentariamente se establezcan en relación con el seguro obligatorio. 

	
3. También corresponden al Consorcio las funciones que le encomienda el artículo 11 del texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, en las condiciones previstas en dicha ley y hasta los límites del aseguramiento obligatorio. Desde la lectura de este artículo se desprenden dos ideas fundamentales: la primera es que se atribuye al Consorcio, y dentro de los límites del seguro obligatorio, la facultad de asumir la cobertura de las obligaciones derivadas del hecho de la circulación en los vehículos que se mencionan en el apartado a) y en el apartado b), convirtiéndose por ello en propia entidad aseguradora; y la segunda es que deberá asumir esa misma cobertura por el seguro obligatorio pero ahora en los casos que se señalan en la legislación específica sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos de motor, no como entidad aseguradora, sino como fondo de garantía. 





Y es desde el segundo de estos aspectos mencionados (artículo 11.3) que debemos poner entonces al Consorcio en relación con la legislación específica de esta materia, cuya evolución viene reflejada, de una manera general, desde las siguientes disposiciones:

El Decreto 632/1968, de 21 de marzo por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor. En el Título Primero de la «Ordenación Civil» y en su artículo 8 se contemplaban las funciones del Consorcio con la siguiente redacción:

Artículo 8. Funciones del Consorcio de Compensación de Seguros.


	
1. Corresponde al Consorcio de Compensación de Seguros, dentro del ámbito territorial y hasta el límite cuantitativo del aseguramiento obligatorio: 
	
a) Indemnizar a quienes hubieran sufrido daños en sus personas, por siniestros ocurridos en España, en aquellos casos en que el vehículo causante sea desconocido. 

	
b) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes ocasionados con un vehículo que tenga su estacionamiento habitual en España cuando dicho vehículo no esté asegurado. 

	
c) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes producidos por un vehículo con estacionamiento habitual en España que, estando asegurado, haya sido robado. 

	
d) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes cuando en supuestos incluidos dentro del ámbito del aseguramiento obligatorio o en las letras precedentes de este artículo, surgiera controversia entre el Consorcio de Compensación de Seguros y la entidad aseguradora acerca de quién debe indemnizar al perjudicado. No obstante lo anterior, si ulteriormente se resuelve o acuerda que corresponde indemnizar a la entidad aseguradora, ésta reembolsará al Consorcio de Compensación de Seguros la cantidad indemnizada más los intereses legales, incrementados en un 25% de la misma, desde la fecha en que abonó la indemnización. 

	
e) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes cuando la entidad española aseguradora del vehículo con estacionamiento habitual en España hubiera sido declarada en quiebra, suspensión de pagos o, habiendo sido disuelta y encontrándose en situación de insolvencia, estuviese sujeta a un procedimiento de liquidación intervenida o ésta hubiera sido asumida por la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras. En los supuestos previstos en las letras b) y c) quedarán excluidos de la indemnización por el Consorcio los daños a las personas y en los bienes sufridos por quienes ocuparen voluntariamente el vehículo causante del siniestro, conociendo que el mismo no estaba asegurado o que había sido robado, siempre que el Consorcio probase que aquéllos conocían tales circunstancias. Además, en los casos contemplados en dichas letras b) y c) el Consorcio aplicará al perjudicado, en el supuesto de daños en los bienes, la franquicia que reglamentariamente se determine. 







	
2. El perjudicado tendrá acción directa contra el Consorcio de Compensación de Seguros en los casos señalados en este artículo, y éste podrá repetir en los supuestos definidos en el artículo 7, así como contra el propietario y el responsable del accidente cuando se trate de vehículo no asegurado, o contra los autores, cómplices o encubridores del robo del vehículo causante del siniestro, así como contra el responsable del accidente que conoció de la sustracción del mismo. 

	
3. El Consorcio no podrá condicionar el pago de la indemnización ala prueba por parte del perjudicado de que la persona responsable no puede pagar o se niega a hacerlo. El Real Decreto Legislativo 1301/1986, de 28 de junio, por el que se adaptó el Texto Refundido al Ordenamiento Jurídico Comunitario, dando nueva redacción al Título Primero, con la denominación de «Ordenación Civil» por lo que solamente se deroga el mismo; y siguiendo con idéntico contenido el Título Segundo, que se refiere al «Ordenamiento Procesal Civil». 





La Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, la que en su Disposición Adicional Octava modificaba la Ley de Uso y Circulación de Vehículos a Motor (con referencia a los anteriores Decretos 632/1968 y 1301/1986) y la vino a llamar ahora Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor. Dio nuevo contenido al Título Primero: Ordenación Civil, con la siguiente estructura: Capítulo III. Satisfacción de la indemnización en el ámbito del seguro obligatorio. Se añadió igualmente una Disposición Adicional con el nombre de «Mora del asegurador». Y la misma Ley incorporó como aspecto más relevante un Anexo para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, así como las correspondientes tablas explicativas de ese sistema de valoración.

Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, que modifica la anterior e introduce un Título III con la denominación de Siniestros ocurridos en un Estado distinto al de residencia del perjudicado, en relación con el aseguramiento obligatorio. En el artículo 33 se introdujeron modificaciones al artículo 8 como consecuencia del establecimiento de nuevos mecanismos para la tramitación y liquidación de siniestros en el estado de residencia del perjudicado.

Ley 34/2003, de 4 de noviembre, de modificación y adaptación a la normativa comunitaria de la legislación de seguros privados en cuyo artículo 3 modificó la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, que alcanzó a los artículos 3, 8 y tabla VI de indemnizaciones. El artículo 8 quedó con la siguiente redacción:

Artículo 8. Funciones del Consorcio de Compensación de Seguros.


	
1. Corresponde al Consorcio de Compensación de Seguros, dentrodel ámbito territorial y hasta el límite cuantitativo del aseguramiento obligatorio: 
	
a) Indemnizar a quienes hubieran sufrido daños en sus personas, por siniestros ocurridos en España, en aquellos casos en que el vehículo causante sea desconocido. 

	
b) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes ocasionados con un vehículo que tenga su estacionamiento habitual en España, así como los ocasionados dentro del territorio español a personas con residencia habitual en España o a bienes propiedad de las mismas situados en España con un vehículo con estacionamiento habitual en un tercer país no firmante del Convenio Multilateral de Garantía, en ambos casos cuando dicho vehículo no esté asegurado. 

	
c) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes producidos por un vehículo con estacionamiento habitual en España que, estando asegurado, haya sido robado. 

	
d) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes cuando en supuestos incluidos dentro del ámbito del aseguramiento obligatorio o en las letras precedentes de este artículo, surgiera controversia entre el Consorcio de Compensación de Seguros y la entidad aseguradora acerca de quién debe indemnizar al perjudicado. No obstante lo anterior, si ulteriormente se resuelve o acuerda que corresponde indemnizar a la entidad aseguradora, ésta reembolsará al Consorcio de Compensación de Seguros la cantidad indemnizada más los intereses legales, incrementados en un 25% de la misma, desde la fecha en que abonó la indemnización. 

	
e) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes cuando la entidad española aseguradora del vehículo con estacionamiento habitual en España hubiera sido declarada en quiebra, suspensión de pagos o, habiendo sido disuelta y encontrándose en situación de insolvencia, estuviese sujeta a un procedimiento de liquidación intervenida o ésta hubiera sido asumida por el propio Consorcio de Compensación de Seguros. 

	
f) Reembolsar las indemnizaciones satisfechas a los perjudicados residentes en otros Estados del Espacio Económico Europeo por los organismos de indemnización, en los siguientes supuestos: Cuando el vehículo causante del accidente tenga su estacionamiento habitual en España, en el caso de que no pueda identificarse a la entidad aseguradora. 

Cuando el accidente haya ocurrido en España, en el caso de que no pueda identificarse el vehículo causante. 

Cuando el accidente haya ocurrido en España, en el caso de vehículos con estacionamiento habitual en terceros países adheridos al sistema de la Carta Verde. 

En los supuestos previstos en las letras b) y c) quedarán excluidos de la indemnización por el Consorcio los daños a las personas y en los bienes sufridos por quienes ocuparen voluntariamente el vehículo causante del siniestro, conociendo que el mismo no estaba asegurado o que había sido robado, siempre que el Consorcio probase que aquéllos conocían tales circunstancias. Además, en los casos contemplados en dichas letras b) y c) el Consorcio aplicará al perjudicado, en el supuesto de daños en los bienes, la franquicia que reglamentariamente se determine. 

1 bis. El Consorcio de Compensación de Seguros asumirá las funciones que como organismo de información le atribuyen los artículos 24 y 25 de esta Ley. 







	
2. El perjudicado tendrá acción directa contra el Consorcio de Compensación de Seguros en los casos señalados en este artículo, y éste podrá repetir en los supuestos definidos en el artículo 7, así como contra el propietario y el responsable del accidente cuando se trate de vehículo no asegurado, o contra los autores, cómplices o encubridores del robo del vehículo causante del siniestro, así como contra el responsable del accidente que conoció de la sustracción del mismo. 

	
3. El Consorcio no podrá condicionar el pago de la indemnización ala prueba por parte del perjudicado de que la persona responsable no puede pagar o se niega a hacerlo. La Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero, la que en su Disposición Derogatoria Única n.º 2, punto 5.º deroga los artículos 17 y 18 de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, Texto Refundido aprobado por Decreto 632/1968, de 21 de marzo, teniendo en cuenta que estos artículos se encuentran en el «Título Segundo», y que se refieren a lo que era la demanda ejecutiva, tras la expedición del correspondiente título ejecutivo, y a la oposición. Y en la Disposición Final Decimotercera se vino a dar nuevo contenido a la Disposición Adicional de Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor por lo que se refiere a la Mora del Asegurador. 





Y tras este conglomerado de disposiciones, nos encontramos actualmente con el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos de motor (BOE n.º 267, de 5 de noviembre de 2004), con entrada en vigor al día siguiente de su publicación y que supone la derogación de todas las anteriores.

Por lo que hace a la materia reglamentaria:

El Real Decreto 2641/1986, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del Seguro de Responsabilidad Civil derivada del Uso y Circulación de Vehículos de Motor, de Suscripción Obligatoria, que vino a revisar en su totalidad el anterior Decreto 3787/1964, de 19 de noviembre, y sus modificaciones posteriores de 1965, 1980 y 1983. En la estructura del Reglamento el Capítulo VI dedicaba el artículo 17 a las funciones del Consorcio.

El Real Decreto 7/2001, de 12 de enero, por el que se aprueba el Reglamento sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, que deroga expresamente el Real Decreto 2641/1986, de 30 de diciembre. Su estructura es la siguiente: Título III. Del Consorcio de Compensación de Seguros. Artículo 30. Funciones. Artículo 31. Ingresos económicos. Artículo 32. Derecho de repetición.

Y actualmente el Real Decreto 299/2004, de 20 de febrero, por el que se modifica el anterior.

En conclusión, la normativa en materia de seguro de responsabilidad civil con ocasión de la circulación de vehículos a motor viene representada actualmente por el Real Decreto Legislativo de 2004 y el Reglamento de 12 de enero de 2001 con sus modificaciones de 2004. Y en cuanto a lo que son las funciones propiamente dichas del Consorcio vienen ahora especificadas en el artículo 11 del Real Decreto Legislativo 8/2004.

Artículo 11. Funciones del Consorcio de Compensación de Seguros.


	
1. Corresponde al Consorcio de Compensación de Seguros, dentro del ámbito territorial y hasta el límite cuantitativo del aseguramiento obligatorio: 
	
a) Indemnizar a quienes hubieran sufrido daños en sus personas, por siniestros ocurridos en España, en aquellos casos en que el vehículo causante sea desconocido. 

	
b) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes, ocasionados con un vehículo que tenga su estacionamiento habitual en España, así como los ocasionados dentro del territorio español a personas con residencia habitual en España o a bienes de su propiedad situados en España con un vehículo con estacionamiento habitual en un tercer país no firmante del Acuerdo entre las oficinas nacionales de seguros de los Estados miembros del Espacio Económico y de otros Estados asociados, en ambos casos cuando dicho vehículo no esté asegurado. 

	
c) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes producidos por un vehículo con estacionamiento habitual en España que esté asegurado y haya sido robado. 

	
d) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes cuando, en supuestos incluidos dentro del ámbito del aseguramiento de suscripción obligatoria o en los párrafos precedentes de este artículo, surgiera controversia entre el Consorcio de Compensación de Seguros y la entidad aseguradora acerca de quién debe indemnizar al perjudicado. No obstante lo anterior, si ulteriormente se resuelve o acuerda que corresponde indemnizar a la entidad aseguradora, ésta reembolsará al Consorcio de Compensación de Seguros la cantidad indemnizada más los intereses legales, incrementados en un 25% de la misma, desde la fecha en que abonó la indemnización. 

	
e) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes cuando la entidad española aseguradora del vehículo con estacionamiento habitual en España hubiera sido declarada judicialmente en concurso o, habiendo sido disuelta y encontrándose en situación de insolvencia, estuviese sujeta a un procedimiento de liquidación intervenida o ésta hubiera sido asumida por el propio Consorcio de Compensación de Seguros. 

	
f) Reembolsar las indemnizaciones satisfechas a los perjudicados residentes en otros Estados del Espacio Económico Europeo por los organismos de indemnización, en los siguientes supuestos: 
	
1.º Cuando el vehículo causante del accidente tenga su estacionamiento habitual en España, en el caso de que no pueda identificarse a la entidad aseguradora. 

	
2.º Cuando el accidente haya ocurrido en España, en el caso de que no pueda identificarse el vehículo causante. 

	
3.º Cuando el accidente haya ocurrido en España, en el caso de vehículos con estacionamiento habitual en terceros países adheridos al sistema de Certificado Internacional del seguro del automóvil, expedido por una oficina nacional conforme a la recomendación número 5 adoptada el 25 de enero de 1949 por el Subcomité de transportes por carretera del Comité de transportes interiores de la Comisión Económica para Europa de la Organización de las Naciones Unidas (en adelante, carta verde). En los supuestos previstos en párrafos b) y c), quedarán excluidos de la indemnización por el Consorcio los daños a las personas y en los bienes sufridos por quienes ocuparen voluntariamente el vehículo causante del siniestro, conociendo que éste no estaba asegurado o que había sido robado, siempre que el Consorcio probase que aquéllos conocían tales circunstancias. Además, en los casos contemplados en dichos párrafos b) y c), el Consorcio aplicará al perjudicado, en el supuesto de daños en los bienes, la franquicia que reglamentariamente se determine. 











	
2. El Consorcio de Compensación de Seguros asumirá las funciones que como organismo de información le atribuyen los artículos 24 y 25 de esta Ley. 

	
3. El perjudicado tendrá acción directa contra el Consorcio de Compensación de Seguros en los casos señalados en este artículo, y éste podrá repetir en los supuestos definidos en el artículo 10, así como contra el propietario y el responsable del accidente cuando se trate de vehículo no asegurado, o contra los autores, cómplices o encubridores del robo del vehículo causante del siniestro, así como contra el responsable del accidente que conoció de la sustracción del mismo. 

	
4. El Consorcio no podrá condicionar el pago de la indemnización ala prueba por parte del perjudicado de que la persona responsable no puede pagar o se niega a hacerlo. 



En cuanto a las disposiciones reglamentarias:

Artículo 30. Funciones.


	
1. De conformidad con lo establecido en el art. 8 de la Ley sobre Responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, corresponde al Consorcio de Compensación de Seguros dentro del ámbito territorial y con los mismos límites cuantitativos del aseguramiento de suscripción obligatoria: 
	
a) Indemnizar a quienes hubieran sufrido daños en sus personas, por siniestros ocurridos en España, en aquellos casos en que el vehículo causante sea desconocido. 

	
b) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes ocasionados con un vehículo que tenga su estacionamiento habitual en España cuando dicho vehículo no esté asegurado. 

	
c) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes producidos por un vehículo con estacionamiento habitual en España que, estando asegurado, haya sido robado, entendiéndose como tal, exclusivamente, las conductas tipificadas como robo y robo de uso en los arts. 237 y 244 del Código Penal, respectivamente. 

	
d) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes cuando en supuestos incluidos dentro del ámbito del aseguramiento de suscripción obligatoria o en los párrafos precedentes de este artículo, surgiera controversia entre el Consorcio de Compensación de Seguros y la entidad aseguradora acerca de quién debe indemnizar al perjudicado. No obstante lo anterior, si ulteriormente se resuelve o acuerda que corresponde indemnizar a la entidad aseguradora, ésta reembolsará al Consorcio de Compensación de Seguros la cantidad indemnizada más los intereses legales, incrementados estos últimos en un 25%, desde la fecha en que abonó la indemnización. 

Se entenderá que existe controversia cuando la entidad aseguradora presente ante el Consorcio requerimiento motivado en relación al siniestro, o el perjudicado presente reclamación ante el Consorcio a la que acompañe justificación de que la entidad aseguradora rehúsa hacerse cargo del siniestro, y el Consorcio estimase que no le corresponde el pago. 



	
e) Indemnizar los daños a las personas o en los bienes cuando la entidad española aseguradora del vehículo con estacionamiento habitual en España hubiera sido declarada en quiebra, suspensión de pagos o, habiendo sido disuelta y encontrándose en situación de insolvencia, estuviese sujeta a un procedimiento de liquidación intervenida o ésta hubiera sido asumida por el propio Consorcio de Compensación de Seguros. 

	
f) Reembolsar las indemnizaciones satisfechas a los perjudicados residentes en otros Estados del Espacio Económico Europeo por los organismos de indemnización, en los siguientes supuestos: 
	
1.º Cuando el vehículo causante del accidente tenga su estacionamiento habitual en España, en caso de que no pueda identificarse la entidad aseguradora. 

	
2.º Cuando el accidente haya ocurrido en España, en el caso de que no pueda identificarse el vehículo causante. 

	
3.º Cuando el accidente haya ocurrido en España, en el caso de vehículos con estacionamiento habitual en terceros países adheridos al sistema de la Carta Verde y no pueda identificarse la entidad aseguradora. 









	
2. En los supuestos previstos en los párrafos b) y c), quedarán excluidos de la indemnización por el Consorcio de Compensación de Seguros los daños a las personas y en los bienes sufridos por quienes ocuparen voluntariamente el vehículo causante del siniestro, conociendo que el mismo no estaba asegurado o que había sido robado, siempre que el Consorcio probase que aquéllos conocían tales circunstancias. 2 bis. El Consorcio de Compensación de Seguros asumirá las funciones que como organismo de información le atribuyen los artículos 24 y 25 del texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor. 



	
3. De conformidad con lo establecido en el Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de Seguros, aprobado por el art. 4 de la Ley 21/1990, de 19 de diciembre, para adaptar el derecho español a la Directiva 88/357/CEE sobre la libertad de servicios en seguros distintos al de vida, y de actualización de la legislación de seguros privados, con las modificaciones introducidas por la disposición adicional novena de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y supervisión de los seguros privados, éste desempeñará, además, las siguientes funciones: 
	
a) Cubrir la responsabilidad civil derivada de la circulación de los vehículos a motor de los que fuera titular el Estado, las Comunidades Autónomas, las corporaciones locales y los organismos públicos dependientes de cualquiera de ellos, cuando éstos soliciten concertar este seguro con el Consorcio de Compensación de Seguros. 

	
b) Asumir la responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos a motor en caso de que los riesgos no sean aceptados por las entidades aseguradoras. 

	
c) La defensa y fomento del aseguramiento de suscripción obligatoria de los vehículos a motor. 





	
4. El Consorcio de Compensación de Seguros, dentro del ámbito de las obligaciones que le imponen la Ley y el presente Reglamento, no podrá condicionar el pago de la indemnización a la prueba por parte del perjudicado de que la persona responsable no puede pagar o se niega a hacerlo. 

	
5. En los supuestos de los párrafos a) y b) del apartado 1 de este artículo, el perjudicado podrá, en todo caso, dirigirse directamente al Consorcio de Compensación de Seguros, estando éste obligado a contestar de forma motivada sobre su posible intervención, con base en las informaciones proporcionadas a petición suya por el perjudicado. 

	
6. El perjudicado tendrá acción directa contra el Consorcio de Compensación de Seguros en los casos señalados en este artículo. 



Artículo 31. Ingresos económicos.

El Consorcio de Compensación de Seguros contará con los siguientes ingresos económicos, por razón del seguro de responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos a motor de suscripción obligatoria:


	
a) Las primas que obtenga por asumir los riesgos no aceptados por las entidades aseguradoras. 

	
b) Las primas que obtenga por cubrir la responsabilidad civil en los supuestos previstos en el apartado 3.a) del artículo 30 de este Reglamento. 

	
c) El recargo sobre las primas establecido para este seguro. 

	
d) La participación del 50% en las sanciones impuestas, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley sobre Responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor y en el artículo 29 de este Reglamento. 

	
e) Cualquier otro ingreso que le corresponda de acuerdo con la legislación vigente. 



Artículo 32. Derecho de repetición.


	
1. El Consorcio de Compensación de Seguros, cuando actúe como asegurador directo, podrá repetir en los mismos casos y condiciones señalados en el artículo 15 de este Reglamento. 

	
2. También podrá repetir contra el propietario y el responsable del accidente cuando se trate de vehículo no asegurado, o contra los autores, cómplices o encubridores del robo del vehículo causante del siniestro, así como contra el responsable del accidente que conoció el robo del mismo y en cualquier otro supuesto en que también proceda la repetición con arreglo a las leyes. En estos casos será de aplicación el plazo de prescripción establecido en el artículo 7 de la Ley sobre Responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor. A estos efectos se entiende por robo las conductas tipificadas como robo y robo de uso en los artículos 237 y 244 del Código Penal, respectivamente. 



	
3. En el ejercicio de la facultad de repetición por el Consorcio será título ejecutivo, a los efectos del artículo 517 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la certificación expedida por el Presidente del Consorcio de Compensación de Seguros acreditativa del importe de la indemnización abonada por el Consorcio siempre que, habiendo sido requerido de pago el responsable, no lo haya realizado en el plazo de un mes desde dicho requerimiento. 
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